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T	E	M	A	R	I	O

Primera	Parte

Tema	 1.‐	 La	 Constitución	 Española	 de	 1978.	 Principios	 generales.	 La	 reforma	 de	 la
Constitución.

Tema	2.‐	Derechos	y	deberes	fundamentales	de	los	españoles.	Protección	de	los	mismos.
El	Tribunal	Constitucional.	El	Defensor	del	pueblo.

Tema	3.‐	Organización	territorial	del	Estado.	Las	Comunidades	autónomas.	Los	Estatutos
de	autonomía.	Su	significado.

Tema	 4.‐	 Estatuto	 de	 Autonomía	 de	 la	 Comunidad	 Valenciana.	 Principios	 generales.
Organización.	Competencias.	La	Administración	Local	en	el	estatuto.

Tema	5.‐	Régimen	local	español:	concepto	de	Administración	Local.	La	Autonomía	Local:
significado	constitucional.	La	Carta	europea	de	autonomía	local.

Tema	6.‐	El	municipio.	El	término	municipal.	La	población.	Competencias	municipales.	Los
órganos	municipales.	Atribuciones	de	los	distintos	órganos.

Tema	7.‐	La	provincia	en	la	Constitución	Española,	en	el	régimen	local	y	en	el	ámbito	de	las
comunidades	autónomas.	Competencias	de	la	provincia.	Especial	referencia	a	la	Diputación
de	Valencia.

Tema	8.‐	Órganos	de	gobierno	y	administración	de	la	provincia.	Composición	e	integración
de	las	diputaciones.	Atribuciones	de	los	distintos	órganos	de	gobierno.

Tema	9.‐	Otras	entidades	locales.	Entidades	locales	de	ámbito	inferior	al	municipio.	Las
comarcas.	Las	mancomunidades	de	municipios.	Las	áreas	metropolitanas.	Los	consorcios.

Tema	10.‐	El	sometimiento	de	la	Administración	a	la	Ley	y	al	Derecho.	Las	fuentes	del
derecho	administrativo:	ley	y	reglamento.	Las	fuentes	del	derecho	local.

Tema	11.‐	El	procedimiento	administrativo:	concepto.	La	Ley	39/2015,	del	Procedimiento
Administrativo	Común:	principios	generales.	Los	derechos	del	interesado.	Las	fases	del
procedimiento	administrativo:	iniciación,	ordenación,	instrucción	y	terminación.

Tema	 12.‐	 El	 silencio	 administrativo.	 Tramitación	 simplificada	 del	 procedimiento
administrativo	común.	Breve	referencia	a	los	procedimientos	especiales.



Tema	13.‐	Acciones	administrativas	para	la	igualdad	efectiva	entre	mujeres	y	hombres	en
materia	 de	 educación,	 cultura,	 sanidad,	 deportes,	 cooperación	 para	 el	 desarrollo	 y
contratos	de	las	administraciones	públicas.

Tema	 14.‐	 La	 protección	 de	 datos	 personales:	 principios	 de	 la	 protección	 de	 datos
contenidos	en	el	Reglamento	(UE)	2016/679	del	Parlamento	Europeo	y	del	Consejo,	de	27
de	abril	de	2016	y	en	 la	Ley	Orgánica	3/2018,	de	5	de	diciembre.	Los	derechos	de	las
personas.	La	garantía	de	los	derechos	digitales	con	especial	referencia	al	ámbito	laboral.

Tema	 15.‐	 El	 presupuesto:	 concepto	 y	 clases.	 El	 ciclo	 presupuestario.	 Los	 créditos
presupuestarios.	Haciendas	Locales:	los	ingresos	de	las	entidades	locales.

Tema	16.‐	Control	del	gasto	público.	Clases.	Especial	referencia	del	control	de	legalidad.	El
Tribunal	de	Cuentas.	La	Sindicatura	de	Cuentas.

Tema	17.‐	El	acto	administrativo:	concepto,	elementos	y	clases.	Motivación.	Notificación
y	publicación.

Tema	 18.‐	 Validez	 y	 eficacia	 de	 los	 actos	 administrativos.	 Ejecución	 de	 los	 actos
administrativos.	Nulidad	y	anulabilidad.	Convalidación,	conservación	y	conversión.

Tema	 19.‐	 Revisión	 de	 los	 actos	 administrativos.	 Revisión	 de	 oficio.	 Los	 recursos
administrativos:	principios	generales.	Breve	referencia	a	los	tipos	de	recursos.

Tema	 20.‐	 La	 responsabilidad	 de	 las	 administraciones	 públicas.	 Responsabilidad
patrimonial.	 Responsabilidad	 de	 las	 autoridades	 y	 del	 personal	 al	 servicio	 de	 las
Administraciones	Públicas.
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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978.
PRINCIPIOS	GENERALES.	LA	REFORMA	DE	LA	CONSTITUCIÓN.

INTRODUCCIÓN

Tras las Elecciones Generales del 15 de junio de 1977, el Congreso de los Diputados ejerció la iniciativa
constitucional que le otorgaba el art. 3º de la Ley para la Reforma Política y, en la sesión de 26 de julio de
1977, el Pleno aprobó una moción redactada por todos los Grupos Parlamentarios y la Mesa por la que se
creaba una Comisión Constitucional con el encargo de redactar un proyecto de Constitución.

Una vez elaborada y discutida en el Congreso y Senado, mediante Real Decreto 2550/1978 se convocó el
Referéndum para la aprobación del Proyecto de Constitución, que tuvo lugar el 6 de diciembre siguiente. Se
llevó a cabo de acuerdo con lo prevenido en el Real Decreto 2120/1978. El Proyecto fue aprobado por el
87,78% de votantes que representaban el 58,97% del censo electoral.

Su Majestad el Rey sancionó la Constitución durante la solemne sesión conjunta del Congreso de los Diputa-
dos y del Senado, celebrada en el Palacio de las Cortes el miércoles 27 de diciembre de 1978. El BOE publicó
la Constitución el 29 de diciembre de 1978, que entró en vigor con la misma fecha. Ese mismo día se publica-
ron, también, las versiones en las restantes lenguas de España.

A lo largo de su vigencia ha tenido dos reformas:

-En 1992, que consistió en añadir el inciso "y	pasivo" en el artículo 13.2, referido al derecho de sufragio
en las elecciones municipales.

-En 2011, que consistió en sustituir íntegramente el artículo 135 para establecer constitucionalmente
el principio de estabilidad presupuestaria, como consecuencia de la crisis económica y financiera.

1.‐	LA	CONSTITUCIÓN:	PRINCIPIOS	GENERALES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.- ANTECEDENTES

Las múltiples influencias de una Constitución derivada como la española de 1978 -además de aquellas
recibidas del constitucionalismo histórico español- hay que buscarlas preferentemente dentro de las nuevas
corrientes europeas que aparecen después de la Segunda Guerra Mundial, y en tal sentido ha recibido claras
influencias de otros textos constitucionales europeos, así como de diferentes Tratados de Derecho Interna-
cional:

• De la Constitución italiana de 1947 habría que destacar la configuración del poder judicial y sus
órganos de gobierno, o los antecedentes del Estado Regional Italiano.
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TEMA	2.‐	DERECHOS	Y	DEBERES	FUNDAMENTALES	DE	LOS	ESPAÑOLES.
PROTECCIÓN	DE	LOS	MISMOS.	EL	TRIBUNAL	CONSTITUCIONAL.

EL	DEFENSOR	DEL	PUEBLO.

1.‐	DERECHOS	Y	DEBERES	FUNDAMENTALES

Están regulados en el Título I de la Constitución (arts. 10 a 55), en los términos siguientes.

PRINCIPIOS GENERALES.- La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre
desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden
político y de la paz social.

Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y
acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

1.1.- LOS ESPAÑOLES Y LOS EXTRANJEROS

NACIONALIDAD.- La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo estableci-
do por la ley.

Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.

El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos
que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando
no reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

MAYORÍA DE EDAD.- Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

EXTRANJERÍA.- Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el Título I de la
Constitución en los términos que establezcan los tratados y la ley.

Solamente los españoles serán titulares de los derechos a participar en los asuntos públicos y a acceder
en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, salvo lo que, atendiendo a criterios de
reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo y pasivo en las
elecciones municipales.

La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los
actos de terrorismo.
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TEMA	3.‐	ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO.	LAS	COMUNIDADES
AUTÓNOMAS.	LOS	ESTATUTOS	DE	AUTONOMÍA.	SU	SIGNIFICADO.

1.‐	LA	ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO

1.1.- INTRODUCCIÓN

La Constitución de 1978 reconoció y garantizó el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones
que integran la nación española y la solidaridad entre todas ellas. El desarrollo de las previsiones constitucio-
nales ha conducido a una profunda transformación de la organización territorial del Estado, mediante la
creación de las Comunidades Autónomas y las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, con el consiguiente
proceso de redistribución del poder político y administrativo entre las instancias centrales y las autonómicas.
El resultado de este proceso ha convertido a España en uno de los países más descentralizados de Europa.

Cada Comunidad Autónoma tiene su Estatuto de Autonomía, aprobado por ley orgánica, que es la norma
institucional básica de la Comunidad, reguladora de aspectos esenciales como la organización y el funciona-
miento de su Parlamento y de su Gobierno, las competencias que la Comunidad asume, su Administración,
las señas de identidad y los hechos diferenciales tales como la lengua o el derecho civil y las relaciones con
el Estado y con otras Comunidades Autónomas.

El reparto de competencias entre el Estado y las CC.AA. está basado en la distinción entre las competencias
exclusivas del Estado o de las Comunidades Autónomas, las competencias compartidas entre el Estado y las
Comunidades Autónomas y las competencias concurrentes, en las cuales tanto el Estado como las Comunida-
des Autónomas pueden intervenir. Las competencias exclusivas comprenden la potestad legislativa y la
capacidad de ejecución, mientras que las competencias compartidas pueden implicar una diferente distribu-
ción de la potestad legislativa y reglamentaria entre Estado y Comunidades Autónomas, las cuales suelen
disponer de la capacidad ejecutiva en estos casos. En caso de que se produzca un conflicto de competencias,
corresponde resolverlo al Tribunal Constitucional, como en otros Estados políticamente descentralizados.

El sistema de gobierno de las Comunidades Autónomas es de naturaleza parlamentaria, siendo sus institucio-
nes básicas el Parlamento, el presidente de la Comunidad y el Gobierno autonómico.

Desde el punto de vista económico y financiero, las Comunidades Autónomas disponen de una gran autono-
mía de gestión, con capacidad para aprobar sus propios presupuestos anuales y para determinar sus recur-
sos propios mediante tributos, tasas y recargos. El sistema general de financiación de las Comunidades
Autónomas, que comprende además los tributos cedidos por el Estado y la participación en los tributos
estatales, se fija de forma multilateral por el Estado y las Comunidades Autónomas, garantizando a través
de diversos mecanismos financieros la solidaridad interterritorial y un nivel mínimo igual en la prestación
de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español. Además, la Comunidad Autónoma del
País Vasco y la Comunidad Foral de Navarra, disponen, en virtud de su régimen foral, de dos regímenes
particulares: el del Concierto económico, en el caso vasco, y el del Convenio, en el navarro. Por estos regíme-
nes económicos, estas Comunidades acuerdan con el Estado su aportación al sostenimiento del mismo y la
armonización de su propio régimen fiscal con el imperante en el resto del territorio estatal.
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TEMA	4.‐	ESTATUTO	DE	AUTONOMÍA	DE	LA	COMUNIDAD	VALENCIANA.
PRINCIPIOS	GENERALES.	ORGANIZACIÓN.	COMPETENCIAS.

LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL	EN	EL	ESTATUTO.

1.‐	EL	ESTATUTO	DE	LA	COMUNIDAD	VALENCIA

1.1.- INTRODUCCIÓN

Con la aprobación de la Constitución española en 1978, el Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valencia-
na se configura en la continuación jurídico-política de la personalidad propia y diferenciada que el Rey Jaime
I quiso otorgar al Reino de Valencia con la promulgación del Llibre	dels	Furs en 1261.

En el contexto constitucional, el Estatuto es la expresión de la identidad histórica y del ejercicio del derecho
de autogobierno que la Constitución reconoce a toda nacionalidad y región. El Estatuto reconoce a la Comuni-
dad Valenciana no sólo con un ámbito máximo de competencias sino también con una estructura institucio-
nal plena al configurar un sistema parlamentario con tres instituciones básicas: Les Corts Valencianes, la
Presidencia de la Generalitat y el Consell, y constituye la actualización de la singular y auténtica personalidad
del pueblo valenciano con unas características históricas y culturales propias.

El Estatuto constituye la manifestación de la voluntad autonómica del pueblo de las provincias de Alicante,
Castellón y Valencia. En 2006 se ha realizado la más amplia reforma del mismo hasta el punto de poder
hablar de una nueva Norma Institucional Básica.

1.2.- ESTRUCTURA

El Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana se compone de un preámbulo y 81 artículos, distribui-
dos en 10 Títulos:

• TÍTULO I. La Comunitat Valenciana
• TÍTULO II. De los derechos de los valencianos y valencianas
• TÍTULO III. La Generalitat

CAPÍTULO I
CAPÍTULO II. Les Corts Valencianes o Les Corts
CAPÍTULO III. El President de la Generalitat
CAPÍTULO IV. El Consell
CAPÍTULO V. La Administración de Justicia
CAPÍTULO VI. De las otras Instituciones de la Generalitat

Sección primera. De las instituciones comisionadas por les Corts
Sección segunda. De las instituciones consultivas y normativas de la Generalitat

CAPÍTULO VII. Régimen Jurídico
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TEMA	5.‐	RÉGIMEN	LOCAL	ESPAÑOL:	CONCEPTO	DE	ADMINISTRACIÓN	LOCAL.
LA	AUTONOMÍA	LOCAL:	SIGNIFICADO	CONSTITUCIONAL.

LA	CARTA	EUROPEA	DE	AUTONOMÍA	LOCAL.

1.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL

1.1.- INTRODUCCIÓN

Dentro de las instancias con autonomía política que componen el Estado, las Entidades Locales constituyen
el último escalón en los niveles de autogobierno que se reconocen en la organización territorial por debajo
de las CC.AA. 

La Constitución Española, en el diseño de la organización territorial del Estado que se dispone en SU Título
VIII, reconoce la autonomía de los municipios y provincias para la gestión de sus respectivos intereses, en
los mismos términos que a las Comunidades Autónomas (art. 137 CE), si bien el alcance de una y otra
difieren al concretarse a lo largo de los Capítulos II y III de dicho Título. 

Se reconoce así a las entidades públicas que cuenta con una mayor tradición histórica en nuestra organiza-
ción del poder público, ya que se remontan a los fueros municipales que comenzaron a otorgarse en la Alta
Edad Media. Su evolución a partir del régimen constitucional se ha caracterizado por la progresiva intensifi-
cación de la autonomía y del carácter democrático de sus instituciones que se inició con el reconocimiento
en la Constitución de 1812 de las Diputaciones y los Ayuntamientos como entidades territoriales a nivel local,
con algunas de las características que se han mantenido hasta la actualidad –en concreto, un cierto nivel de
autoadministración y una organización basada en una asamblea electiva presidida por un Jefe o Alcalde–,
pero sin una verdadera autonomía al encontrarse bajo la dependencia del Estado.

Su evolución a lo largo del siglo XIX osciló entre períodos de mayor o menor autonomía, así como de elección
o designación de sus titulares, que no contribuyeron a aportar estabilidad a estas instituciones que sufrieron,
además, un progresivo desgaste en sus recursos a favor del Estado al que, en última instancia, se encontraban
sometidos. 

Ya en el siglo XX comenzó un período de reforma al que contribuyó el Estatuto Municipal de Calvo Sotelo de
1924 –que pretendió democratizar la vida local, aumentar sus competencia y mejorar su Hacienda–, y que
culminó con el reconocimiento pleno de su autonomía y del carácter electivo de sus representantes por
sufragio popular bajo la Constitución Republicana de 1931.  Estos logros desaparecieron bajo la dictadura
franquista, que sometió a las Administraciones locales estableciendo la designación gubernativa de los
Alcaldes y Presidentes, así como la fiscalización y tutela de todos sus actos.

La Constitución Española de 1978 culmina la evolución de la Administración Local situándola en la base de
la organización territorial del Estado con plena autonomía, bajo una organización democrática y con autosu-
ficiencia financiera. Dicho ello, ni la legislación ni siquiera la doctrina ofrecen un concepto unitario del
término Administración Local, sino que una y otra se limitan a enumerar las entidades que la integran y a
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TEMA	6.‐	EL	MUNICIPIO.	EL	TÉRMINO	MUNICIPAL.	LA	POBLACIÓN.
COMPETENCIAS	MUNICIPALES.	LOS	ÓRGANOS	MUNICIPALES.

ATRIBUCIONES	DE	LOS	DISTINTOS	ÓRGANOS.

1.‐	EL	MUNICIPIO

1.1.‐	CONCEPTO	Y	ELEMENTOS

CONCEPTO.‐	El	Municipio	es	la	Entidad	local	básica	de	la	organización	territorial	del	Estado.	Tiene	personali‐
dad	jurídica	y	plena	capacidad	para	el	cumplimiento	de	sus	fines.	De	esta	definición	se	desprenden	las
siguientes	notas:

‐Es	un	Ente	público,	es	decir,	con	personalidad	y	potestades	públicas,	aunque	las	mismas	sean	de
carácter	derivado	y	no	originario.

‐Es	 territorial,	puesto	que	sus	órganos	de	gobierno	 tienen	su	competencia	establecida	sobre	un
territorio	concreto,	que	es	el	término	municipal.

‐Es	primario,	por	cuanto	es	el	primer	Ente	público	territorial	en	el	que	los	ciudadanos	se	organizan
para	la	realización	de	sus	fines	y	la	consecución	de	sus	intereses	comunes.

ELEMENTOS.‐	Son	elementos	del	Municipio:

‐El	territorio.	El	término	municipal	es	el	territorio	en	que	el	Ayuntamiento	ejerce	sus	competencias,	y
estará	formado	por	territorios	continuos,	aunque	se	pueden	mantener	las	situaciones	de	discontinuidad
reconocidas	en	la	actualidad,	siendo	competencia	del	Ayuntamiento	su	división	en	distritos	y	en	barrios,
y	las	variaciones	de	los	mismos.

‐La	población.	El	conjunto	de	personas	inscritas	en	el	Padrón	municipal	constituye	la	población	del
municipio	y,	en	cuanto	tales,	son	los	vecinos	del	mismo.

‐La	organización.	Está	constituida	por	una	serie	de	medios	personales	e	institucionales	(los	órganos	de
gobierno	propiamente	dichos)	o	administrativos	 (el	personal	 al	 servicio	de	 cada	Corporación)	que
desarrollan	las	actividades	propias	del	Municipio	para	que	éste	cumpla	los	fines	que	le	son	propios.

1.2.‐	EL	TÉRMINO	MUNICIPAL

TÉRMINO	MUNICIPAL.‐	El	término	municipal	es	el	territorio	en	que	el	ayuntamiento	ejerce	sus	competen‐
cias.	Cada	municipio	pertenecerá	a	una	sola	provincia.

CREACIÓN	O	SUPRESIÓN.‐	La	creación	o	supresión	de	municipios,	así	como	la	alteración	de	términos	munici‐
pales,	se	regularán	por	la	legislación	de	las	Comunidades	Autónomas	sobre	régimen	local,	sin	que	la
alteración	de	términos	municipales	pueda	suponer,	en	ningún	caso,	modificación	de	los	límites	provincia‐
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TEMA	7.‐	LA	PROVINCIA	EN	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA,	EN	EL	RÉGIMEN	LOCAL
Y	EN	EL	ÁMBITO	DE	LAS	COMUNIDADES	AUTÓNOMAS.	COMPETENCIAS	DE
LA	PROVINCIA.	ESPECIAL	REFERENCIA	A	LA	DIPUTACIÓN	DE	VALENCIA.

1.‐	LA	PROVINCIA

La	división	provincial	actual	arranca	de	1833,	y	se	inscribe	dentro	del	proyecto	político	de	los	liberales	de
cambiar	de	raíz	la	estructura	política	y	administrativa	del	país,	desterrando	para	siempre	las	estructuras	del
Antiguo	Régimen.	En	1833	el	Ministro	de	Gobernación,	Javier	de	Burgos,	propuso	una	nueva	división	provin‐
cial,	cuyas	49	provincias	han	permanecido	al	cabo	de	siglo	y	medio	con	la	única	aparición	de	una	más	en	la
antigua	provincia	canaria.

En	la	estructuración	provincial	de	Javier	de	Burgos	no	se	siguió	un	criterio	meramente	geográfico	de	modelo
francés,	sino	que	se	trató	de	conjugar	éste	con	el	de	carácter	histórico,	al	tiempo	que	se	atendía	a	elementos
de	distancia	y	población,	a	fin	de	conseguir	una	administración	más	eficaz	junto	con	otra	exigencia	conocida
en	el	 siglo	XIX	con	 la	denominación	de	«unidad	constitucional».	Para	ello	habría	que	 fijar	dentro	de	 la
provincia	otros	núcleos	de	menor	entidad	territorial,	por	supuesto,	cuya	división	fue	decretada	en	abril	de
1834	y	cuyo	número	ascendió	a	463	núcleos	de	población	con	juzgado	de	primera	instancia.

Eran	éstos	los	Partidos	Judiciales,	los	cuales	presentaban,	a	veces,	unos	elementos	característicos	naturales,
demográficos,	económicos	y	de	dotación	administrativa	e	incluso,	también	a	veces,	singularmente	históricos,
que	permitían	fijar	con	facilidad	la	cabecera	de	los	mismos.	Posteriormente	se	han	reducido	estas	“cabezas
de	partido”	y,	por	tanto,	se	han	ampliado	sus	áreas	territoriales	por	condicionamientos	obvios	de	la	evolución
en	los	medios	de	comunicación,	así	como	por	el	descenso	demográfico	en	numerosas	zonas	de	España,	entre
las	cuales	son	muy	destacadas	las	correspondientes	a	Castilla	y	León.

Por	su	parte,	la	Diputación	Provincial	tiene	su	origen	en	la	Constitución	Española	de	1812.	Una	constitución
de	origen	liberal,	que	situaba	a	esta	institución,	no	sólo,	como	el	órgano	de	gobierno	‐superior	al	de	los
ayuntamientos‐	de	la	Provincia	en	la	que	se	asienta,	sino	también	como	un	auténtico	órgano	descentraliza‐
dor,	y	a	la	vez	extensivo,	del	poder	central.	Es	pues,	una	institución	de	marcado	acento	liberal,	creada	al	calor
de	las	reformas	constitucionales	que	sacaron	a	España	del	Antiguo	Régimen.

Las	Diputaciones	Provinciales,	desde	entonces,	han	sufrido	numerosas	modificaciones	en	una	convulsa	etapa
política	y	social	en	la	España	de	finales	del	siglo	XIX	y	mayor	parte	del	siglo	XX,	hasta	configurarse	en	las
administraciones	locales	intermedias	de	hoy,	fruto	de	la	aprobación	de	la	vigente	Constitución	Española	de
1978	que	configuró,	la	vuelta	a	la	democracia	tras	cuarenta	años	de	dictadura,	y	la	articulación	del	sistema
político	institucional	que	perdura	en	la	actualidad.	Sirviendo	además	la	provincia,	como	base	territorial	para
la	configuración	de	los	entes	preautonómicos,	que	posteriormente	se	convertirían	en	las	actuales	Comunida‐
des	Autónomas	constituidas	al	margen	de	las	que	lo	hicieran	gracias	a	la	disposición	transitoria	2ª	de	la
Constitución	(para	los	territorios	que	en	el	pasado	hubiesen	plebiscitado	afirmativamente	proyectos	de
Estatuto	de	autonomía).
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TEMA	8.‐	ÓRGANOS	DE	GOBIERNO	Y	ADMINISTRACIÓN	DE	LA	PROVINCIA.
COMPOSICIÓN	E	INTEGRACIÓN	DE	LAS	DIPUTACIONES.

ATRIBUCIONES	DE	LOS	DISTINTOS	ÓRGANOS	DE	GOBIERNO.

1.‐	LA	ORGANIZACIÓN	PROVINCIAL

La	organización	provincial	responde	a	las	siguientes	reglas:

1.‐	El	Presidente,	los	Vicepresidentes,	la	Junta	de	Gobierno	y	el	Pleno	existen	en	todas	las	Diputaciones.

2.‐	Asimismo,	existirán	en	todas	las	Diputaciones	órganos	que	tengan	por	objeto	el	estudio,	informe	o
consulta	de	los	asuntos	que	han	de	ser	sometidos	a	la	decisión	del	Pleno,	así	como	el	seguimiento	de	la
gestión	del	Presidente,	la	Junta	de	Gobierno	y	los	Diputados	que	ostenten	delegaciones,	siempre	que	la
respectiva	legislación	autonómica	no	prevea	una	forma	organizativa	distinta	en	este	ámbito	y	sin	perjui‐
cio	de	las	competencias	de	control	que	corresponden	al	Pleno.

Todos	los	grupos	políticos	integrantes	de	la	corporación	tendrán	derecho	a	participar	en	dichos	órganos,
mediante	la	presencia	de	Diputados	pertenecientes	a	los	mismos,	en	proporción	al	número	de	Diputados
que	tengan	en	el	Pleno.

3.‐	El	resto	de	 los	órganos	complementarios	de	 los	anteriores	se	establece	y	regula	por	 las	propias
Diputaciones.	No	obstante	las	leyes	de	las	comunidades	autónomas	sobre	régimen	local	podrán	estable‐
cer	una	organización	provincial	complementaria	de	la	prevista	en	este	texto	legal.

Según	dispone	el	Reglamento	de	Organización,	Funcionamiento	y	Régimen	Jurídico	de	las	Entidades	Locales,
son	órganos	complementarios	de	las	entidades	locales	territoriales:

•	En	todas	ellas:

a)	Los	Concejales	y	Diputados	delegados.
b)	Las	Comisiones	informativas.
c)	La	Comisión	Especial	de	Cuentas.
d)	Los	Consejos	Sectoriales.
e)	Los	órganos	desconcentrados	y	descentralizados	para	la	gestión	de	servicios.

•	En	los	Municipios,	además:

a)	Los	representantes	personales	del	Alcalde	en	los	poblados	y	barriadas.
b)	Las	Juntas	Municipales	de	Distrito.
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TEMA	9.‐	OTRAS	ENTIDADES	LOCALES.	ENTIDADES	LOCALES	DE	ÁMBITO
INFERIOR	AL	MUNICIPIO.	LAS	COMARCAS.	LAS	MANCOMUNIDADES	DE

MUNICIPIOS.	LAS	ÁREAS	METROPOLITANAS.	LOS	CONSORCIOS.

1.‐	REGULACIÓN	BÁSICA	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES	MENORES

La	Ley	27/2013,	de	racionalización	y	sostenibilidad	de	la	Administración	Local,	ha	reformado	profundamen‐
te	 la	 legislación	básica	sobre	entidades	de	ámbito	 territorial	 inferior	al	municipio	para	adecuarla	a	 los
principios	de	eficiencia,	estabilidad	presupuestaria	y	sostenibilidad	financiera.

Según	la	LBRL	(art.	3),	son	Entidades	Locales	territoriales	el	Municipio,	la	Provincia	y	la	Isla	en	los	archipiéla‐
gos	balear	y	canario.	Y	gozan,	asimismo,	de	la	condición	de	Entidades	Locales:

a)	Las	Comarcas	u	otras	entidades	que	agrupen	varios	Municipios,	 instituidas	por	las	Comunidades
Autónomas	de	conformidad	con	esta	Ley	y	los	correspondientes	Estatutos	de	Autonomía.

b)	Las	Áreas	Metropolitanas.

c)	Las	Mancomunidades	de	Municipios.

Añade	la	LBRL	en	su	art.	24	bis	que	las	leyes	de	las	Comunidades	Autónomas	sobre	régimen	local	regularán
los	entes	de	ámbito	territorial	inferior	al	Municipio,	que	carecerán	de	personalidad	jurídica,	como	forma	de
organización	desconcentrada	del	mismo	para	la	administración	de	núcleos	de	población	separados,	bajo	su
denominación	tradicional	de	caseríos,	parroquias,	aldeas,	barrios,	anteiglesias,	concejos,	pedanías,	lugares
anejos	y	otros	análogos,	o	aquella	que	establezcan	las	leyes.

La	iniciativa	corresponderá	indistintamente	a	la	población	interesada	o	al	Ayuntamiento	correspondiente.
Este	último	debe	ser	oído	en	todo	caso.

Solo	podrán	crearse	este	tipo	de	entes	si	resulta	una	opción	más	eficiente	para	la	administración	desconcen‐
trada	de	núcleos	de	población	separados	de	acuerdo	con	los	principios	previstos	en	la	Ley	Orgánica	2/2012,
de	Estabilidad	Presupuestaria	y	Sostenibilidad	Financiera.

El	Texto	Refundido	de	las	disposiciones	legales	vigentes	en	materia	de	Régimen	Local	(Real	Decreto	Legislati‐
vo	781/1986,	de	18	de	abril)	complementa	la	regulación	básica	de	los	siguientes	aspectos.

•	Competencia.‐	Las	Entidades	locales	de	ámbito	territorial	inferior	al	municipal	tendrán	las	siguientes
competencias:

a)	La	construcción,	conservación	y	reparación	de	fuentes,	lavaderos	y	abrevaderos.

b)	La	policía	de	caminos	rurales,	montes,	fuentes	y	ríos.
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TEMA	10.‐	EL	SOMETIMIENTO	DE	LA	ADMINISTRACIÓN	A	LA	LEY	Y	AL	DERECHO.
LAS	FUENTES	DEL	DERECHO	ADMINISTRATIVO:	LEY	Y	REGLAMENTO.

LAS	FUENTES	DEL	DERECHO	LOCAL.

1.‐	EL	DERECHO	ADMINISTRATIVO	Y	SUS	FUENTES

1.1.- INTRODUCCIÓN

El Derecho Administrativo surgió como manifestación de las concepciones jurídicas de la Revolución france-
sa y como una reacción directa contra las técnicas de gobierno del absolutismo. Este partía de un principio
básico: la fuente de todo Derecho es la persona subjetiva del Rey en su condición de representante de Dios
en la comunidad, lo que implica que puede actuar tanto por normas generales como por actos singulares o
por sentencias contrarias a aquellas. Los revolucionarios rechazaban tal situación afirmando que la fuente
del Derecho no está en ninguna institución supuestamente trascendental a la comunidad, sino en esta misma,
en su voluntad general. Y a la vez, sólo hay una forma legítima de expresión de esa voluntad: la ley general,
la cual ha de determinar todos y cada uno de los actos singulares del poder.

La mayor parte de los conceptos que de Derecho Administrativo se han dado vienen impuestos por una doble
consideración: que el Derecho Administrativo es esencialmente la rama jurídica reguladora de la organiza-
ción y funcionamiento de la Administración pública, lo cual parece evidente, y que -por otra parte- no toda
la normativa aplicable con fines de organizar o hacer actuar a la Administración pública es, sin embargo,
Derecho Administrativo. Dicho de otra forma, la necesidad de elaboración de un concepto del Derecho
Administrativo viene impuesta porque el criterio subjetivo, la presencia de la Administración en una relación
jurídica cualquiera, es insuficiente para hacer de esa relación una sujeta al Derecho Administrativo, ya que
a menudo ésta se somete al Derecho privado al actuar sin imperium.

De acuerdo con las dos notas fundamentales citadas, esto es, el Derecho Administrativo es el Derecho de la
Administración, y el Derecho Administrativo es un Derecho distinto del privado y, por consiguiente público,
ENTRENA CUESTA define el Derecho Administrativo como “el conjunto de normas de Derecho Público
interno que regulan la organización y actividad de las Administraciones públicas”.

Por su parte, GARCÍA DE ENTERRÍA, después de recordar la existencia de dos clases de Derechos: Derechos
generales y Derechos estatutarios, entiende que el Derecho Administrativo no es el Derecho propio de unos
órganos o de un poder, ni tampoco el Derecho propio de una función, sino un Derecho de naturaleza estatuta-
ria, en cuanto se dirige a la regulación de las singulares especies de sujetos que se agrupan bajo el nombre
de Administraciones Públicas, sustrayendo a estos sujetos singulares del Derecho Común.

Para ZANOBINI «el Derecho administrativo es aquella parte del Derecho público que tiene por objeto regular
la organización, los medios y las formas de la actividad de las administraciones públicas y las consiguientes
relaciones jurídicas entre aquéllas y otros sujetos».

De estas definiciones se desprenden los siguientes rasgos:
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TEMA	11.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO:	CONCEPTO.	LA	LEY	39/2015,
DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN:	PRINCIPIOS	GENERALES.

LOS	DERECHOS	DEL	INTERESADO.	LAS	FASES	DEL	PROCEDIMIENTO
ADMINISTRATIVO:	INICIACIÓN,	ORDENACIÓN,	INSTRUCCIÓN	Y	TERMINACIÓN.

1.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO

1.1.- CONCEPTO Y NATURALEZA

DEFINICIÓN DE PROCEDIMIENTO: La definición habitual puede ser bien el método para ejecutar algunas
cosas, o bien la actuación que se lleva a cabo mediante trámites administrativos o judiciales.

DEFINICIÓN DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO: La Exposición de Motivos de la Ley de Procedimiento
Administrativo de 1958 lo definió como “cauce	formal	de	la	serie	de	actos	en	que	se	concreta	la	actuación
administrativa	para	la	realización	de	un	fin”.	Y de una forma más concisa, el artículo 105.c) CE lo define
indirectamente como “procedimiento	a	través	del	cual	deben	producirse	los	actos	administrativos”.

Recientemente la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Admi-
nistraciones Públicas, lo define como el conjunto ordenado de trámites y actuaciones formalmente
realizadas, según el cauce legalmente previsto, para dictar un acto administrativo o expresar la voluntad
de la Administración.

El procedimiento administrativo es, en definitiva, la forma en que han de producirse los actos adminis-
trativos, que deberán ajustarse al procedimiento establecido. Como consecuencia de los pasos y resulta-
dos obtenidos en las distintas fases del procedimiento se forma un expediente, en el que figuran los
diferentes documentos generados, que habitualmente son escritos. El expediente será la base que
permitirá llegar a una resolución final, que contiene la decisión de la Administración.

CONCEPTO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN.- El artículo 149.1.18. de la Constitución
distingue entre las bases del régimen jurídico de las administraciones públicas, que habrán de garantizar
al administrado un tratamiento común ante ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio
de las especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas y el sistema
de responsabilidad de todas las Administraciones Públicas.

La Ley 39/2015 recoge esta concepción constitucional de distribución de competencias y regula el
procedimiento administrativo común, de aplicación general a todas las Administraciones Públicas y fija
las garantías mínimas de los ciudadanos respecto de la actividad administrativa. Esta regulación no agota
las competencias estatales o autonómicas de establecer procedimientos específicos por razón de la
materia que deberán respetar, en todo caso, estas garantías. La Constitución establece la competencia
de las Comunidades Autónomas para establecer las especialidades derivadas de su organización propia
pero además, como ha señalado la jurisprudencia constitucional, no se puede disociar la norma sustanti-
va de la norma de procedimiento, por lo que también ha de ser posible que las Comunidades Autónomas
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TEMA	12.‐	EL	SILENCIO	ADMINISTRATIVO.	TRAMITACIÓN	SIMPLIFICADA
DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN.

BREVE	REFERENCIA	A	LOS	PROCEDIMIENTOS	ESPECIALES.

1.‐	EL	SILENCIO	ADMINISTRATIVO

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

El	silencio	administrativo	es	el	efecto	que	tiene	el	transcurso	de	un	plazo	para	resolver	un	procedimiento
administrativo	sin	que	por	parte	del	órgano	administrativo	competente	se	haya	dictado	y	notificado	 la
resolución	que	ponga	fin	a	dicho	procedimiento.

El	silencio	administrativo	tiene	indudable	importancia	en	el	ámbito	del	Derecho	Administrativo	por	el	hecho
de	que	si	los	ciudadanos	efectúan	una	petición	a	la	Administración	y	ésta	tiene	la	necesidad	de	pronunciarse
sobre	ella,	bien	admitiéndola	o	rechazándola,	con	la	posibilidad	de	que	el	ciudadano	pueda	pedir	la	tutela
judicial	en	reconocimiento	de	su	derecho	negado	por	la	Administración,	por	considerar	que	su	derecho	tiene
amparo	legal,	bastaría	con	que	la	Administración	adoptara	una	actitud	pasiva,	de	no	responder	a	dicha
petición,	para	cerrarle	la	posibilidad	a	los	ciudadanos	de	hacer	esa	reclamación	judicial.

Para	evitar	esa	situación	el	legislador	ha	de	prever	el	amparo	de	los	ciudadanos	ante	esa	actitud	y	hacer	una
declaración,	desde	la	propia	norma,	de	que	ante	la	ausencia	de	decisión	expresa	por	la	Administración	se
presume	que	se	accede	a	lo	solicitado	o	se	deniega,	según	los	casos,	permitiendo	al	ciudadano	interesado	en
la	decisión	adoptar	la	actitud	que	más	le	convenga,	bien	sea	ejecutar	el	acto	que	se	considera	concedido	el
derecho,	bien	reclamar	el	derecho	denegado	por	el	silencio	en	vía	Jurisdiccional.

El	silencio	puede	ser	positivo	(o	estimatorio)	y	negativo	(o	desestimatorio):

‐El	silencio	administrativo	positivo	o	estimatorio	tiene	todos	los	efectos	propios	o	característicos	que
tendría	un	acto	que	ponga	fin	al	procedimiento,	salvo	el	de	dejar	formalmente	cumplido	el	deber	de
resolver.	Esto	es,	produce	actos	administrativos	que	son	actos	presuntos	que	pueden	hacerse	valer	ante
la	Administración	o	ante	cualquier	persona	física	o	jurídica,	pública	o	privada,	desde	el	momento	mismo
del	vencimiento	del	plazo	máximo	para	dictar	resolución	expresa	si	ésta	no	se	ha	notificado.	La	existencia
del	silencio	positivo	puede	acreditarse	por	cualquier	medio	de	prueba	admitido	en	Derecho	(una	copia
registrada	de	la	solicitud	presentada	en	su	día,	por	ejemplo),	 incluida	la	posibilidad	de	solicitar	del
órgano	competente	para	resolver	el	correspondiente	certificado	que	debe	emitirse	en	el	plazo	de	quince
días.

‐El	silencio	administrativo	negativo	o	desestimatorio	tiene	como	efecto	principal	permitir	a	los	interesa‐
dos	interponer	el	recurso	que	proceda,	administrativo	o	contencioso‐administrativo.	No	hay	ningún	otro
efecto	de	garantía	procedimental	que	pueda	equipararse	a	una	denegación	expresa	reconocida	legalmen‐
te.	En	estos	casos	el	deber	y	la	capacidad	de	resolver	de	la	Administración	subsisten	íntegramente,	sin
vinculación	alguna	al	sentido	del	silencio	y	a	todo	esto	hay	que	recordar	que	en	el	procedimiento	de
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TEMA	13.‐	ACCIONES	ADMINISTRATIVAS	PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA
ENTRE	MUJERES	Y	HOMBRES	EN	MATERIA	DE	EDUCACIÓN,	CULTURA,	SANIDAD,
DEPORTES,	COOPERACIÓN	PARA	EL	DESARROLLO	Y	CONTRATOS	DE	LAS	AA.PP.

INTRODUCCIÓN

El artículo 14 de la Constitución española proclama el derecho a la igualdad y a la no discriminación por
razón de sexo. Por su parte, el artículo 9.2 consagra la obligación de los poderes públicos de promover las
condiciones para que la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas.

La igualdad entre mujeres y hombres es un principio jurídico universal reconocido en diversos textos
internacionales sobre derechos humanos, entre los que destaca la Convención sobre la eliminación de todas
las formas de discriminación contra la mujer, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas en
diciembre de 1979 y ratificada por España en 1983. En este mismo ámbito procede evocar los avances
introducidos por conferencias mundiales monográficas, como la de Nairobi de 1985 y Beijing de 1995.

La igualdad es, asimismo, un principio fundamental en la Unión Europea. Desde la entrada en vigor del
Tratado de Ámsterdam, el 1 de mayo de 1999, la igualdad entre mujeres y hombres y la eliminación de las
desigualdades entre unas y otros son un objetivo que debe integrarse en todas las políticas y acciones de la
Unión y de sus miembros.

Con amparo en el antiguo artículo 111 del Tratado de Roma, se ha desarrollado un acervo comunitario sobre
igualdad de sexos de gran amplitud e importante calado, a cuya adecuada transposición se dirige, en buena
medida, la presente Ley. En particular, esta Ley incorpora al ordenamiento español dos directivas en materia
de igualdad de trato, la 2002/73/CE, de reforma de la Directiva 76/207/CEE, relativa a la aplicación del
principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo, a la forma-
ción y a la promoción profesionales, y a las condiciones de trabajo; y la Directiva 2004/113/CE, sobre
aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en el acceso a bienes y servicios y su
suministro.

El pleno reconocimiento de la igualdad formal ante la ley, aun habiendo comportado, sin duda, un paso
decisivo, ha resultado ser insuficiente. La violencia de género, la discriminación salarial, la discriminación
en las pensiones de viudedad, el mayor desempleo femenino, la todavía escasa presencia de las mujeres en
puestos de responsabilidad política, social, cultural y económica, o los problemas de conciliación entre la vida
personal, laboral y familiar muestran cómo la igualdad plena, efectiva, entre mujeres y hombres, aquella
«perfecta igualdad que no admitiera poder ni privilegio para unos ni incapacidad para otros», en palabras
escritas por John Stuart Mill hace casi 140 años, es todavía hoy una tarea pendiente que precisa de nuevos
instrumentos jurídicos.

Resultaba necesaria, en efecto, una acción normativa dirigida a combatir todas las manifestaciones aún
subsistentes de discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo y a promover la igualdad real entre
mujeres y hombres, con remoción de los obstáculos y estereotipos sociales que impiden alcanzarla. Esta
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TEMA	14.‐	LA	PROTECCIÓN	DE	DATOS	PERSONALES:	PRINCIPIOS	DE	LA
PROTECCIÓN	DE	DATOS	CONTENIDOS	EN	EL	REGLAMENTO	(UE)	2016/679

DEL	PARLAMENTO	EUROPEO	Y	DEL	CONSEJO,	Y	EN	LA	LEY	ORGÁNICA	3/2018.
LOS	DERECHOS	DE	LAS	PERSONAS.	LA	GARANTÍA	DE	LOS	DERECHOS

DIGITALES	CON	ESPECIAL	REFERENCIA	AL	ÁMBITO	LABORAL.

1.‐	EL	REGLAMENTO	(UE)	2016/679

1.1.‐	EL	NUEVO	MARCO	NORMATIVO

El	Reglamento	(UE)	2016/679	del	Parlamento	Europeo	y	del	Consejo,	de	27	de	abril	de	2016,	relativo	a	la
protección	de	las	personas	físicas	en	lo	que	respecta	al	tratamiento	de	datos	personales	y	a	la	libre	circula‐
ción	de	estos	datos	y	por	el	que	se	deroga	la	Directiva	95/46/CE	(Reglamento	general	de	protección	de
datos),	se	encuadra	en	la	reforma	normativa	realizada	por	la	Unión	Europea	con	el	objetivo	de	garantizar
unos	estándares	de	protección	de	datos	elevada	y	adaptada	a	la	realidad	digital	del	mundo	actual.

Este	Reglamento,	que	deroga	la	Directiva	95/46/CE,	fue	aprobado	por	el	Parlamento	Europeo	en	abril	y
entró	en	vigor	20	días	después	de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	de	la	Unión	Europea,	el	4	de	mayo	de
2016.	Su	ámbito	de	aplicación	se	extiende	a	todos	los	países	miembros	de	la	Unión	Europea	y	se	aplicará
directamente	en	todos	ellos	a	partir	del	25	de	mayo	de	2018.

El	Reglamento	impone	un	nuevo	marco	normativo	al	conjunto	de	países	europeos,	otorgando	un	mayor
grado	de	control	a	los	ciudadanos	sobre	su	información	privada	e	imponiendo	cambios	radicales	para	las
empresas,	que	deben	empezar	a	adaptar	sus	protocolos	y	estructuras	a	la	nueva	regulación.

El	nuevo	Reglamento	ha	ampliado	notablemente	su	ámbito	de	aplicación	territorial.	No	se	restringe	única‐
mente	al	espacio	europeo,	sino	que	es	igualmente	obligatorio	para	las	empresas	responsables	o	encargadas
del	tratamiento	de	datos	no	establecidas	en	la	Unión	Europea,	siempre	que	ofrezcan	bienes	o	servicios	a
ciudadanos	que	sí	sean	residentes	o	controlen	el	comportamiento	de	éstos	en	dicho	territorio.

Se	trata	de	una	norma	muy	extensa,	que	consta	de	173	considerandos	previos	y	99	artículos,	agrupados	en
once	capítulos,	con	la	siguiente	estructura:

•	Capítulo	I.	Disposiciones	generales
•	Capítulo	II.	Principios
•	Capítulo	III.	Derechos	del	interesado

Sección	1.ª	Transparencia	y	modalidades
Sección	2.ª	Información	y	acceso	a	los	datos	personales
Sección	3.ª	Rectificación	y	supresión
Sección	4.ª	Derecho	de	oposición	y	decisiones	individuales	automatizadas
Sección	5.ª	Limitaciones
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TEMA	15.‐	EL	PRESUPUESTO:	CONCEPTO	Y	CLASES.	EL	CICLO	PRESUPUESTARIO.
LOS	CRÉDITOS	PRESUPUESTARIOS.	HACIENDAS	LOCALES:

LOS	INGRESOS	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES.

1.‐	EL	PRESUPUESTO

1.1.- CONCEPTO

En el lenguaje cotidiano, un presupuesto es el cómputo anticipado del coste de una obra o inversión, o de los
gastos e ingresos de una institución pública o privada.

En el ámbito administrativo, el presupuesto constituye la expresión cifrada, conjunta y sistemática de los
derechos y obligaciones a liquidar durante el ejercicio por cada uno de los órganos y entidades que forman
parte de un sector público determinado: Estado, Comunidad Autónoma, Corporación Local, Ente Público,
Universidad Pública...

El presupuesto público persigue reflejar los gastos y los ingresos previstos para un ámbito determinado del
Sector Público en un período de tiempo determinado. Esto significa que mide, habitualmente para el interva-
lo de un año, los créditos que como máximo se destinarán a las distintas partidas de gastos, así como las
previsiones de recaudación y la estimación de los fondos provenientes de otras fuentes de ingresos. El
presupuesto público constituye, asimismo, un documento político que recoge la declaración de intenciones
de un gobierno cuantificada monetariamente para un ejercicio anual. El presupuesto público, por tanto,
sintetiza desde la perspectiva económica y financiera el plan de actuación que presidirá la gestión pública
y, en este sentido, deberá responder a las siguientes cuestiones:

• Qué hacer: qué políticas se van a llevar a cabo.

• Quién puede gastar y hasta qué límite: clasificación orgánica del gasto.

• Para qué se hará el gasto: clasificación funcional y por programas del presupuesto.

• Cómo se hará el gasto: clasificación económica del gasto público.

• Cómo se va a recaudar y conseguir los ingresos necesarios: clasificación económica de los ingresos
necesarios.

Las características fundamentales, por tanto, de la institución presupuestaria son las siguientes:

-El carácter jurídico del documento presupuestario: el presupuesto es una previsión normativa que ha
de ser aprobada por el Parlamento (u órgano competente en otra Administración Pública) y es obligato-
ria para el órgano de gobierno. Resulta, en consecuencia, de necesario cumplimiento para el Gobierno
y la Administración, lo cual es especialmente relevante para el caso de los gastos previstos, ya que estos
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TEMA	16.‐	CONTROL	DEL	GASTO	PÚBLICO.	CLASES.	ESPECIAL	REFERENCIA
DEL	CONTROL	DE	LEGALIDAD.	EL	TRIBUNAL	DE	CUENTAS.

LA	SINDICATURA	DE	CUENTAS.

1.‐	EL	CONTROL	DEL	GASTO	PÚBLICO

1.1.‐	CONCEPTO	Y	EVOLUCIÓN	HISTÓRICA

El	control	del	gasto	público	y	de	la	gestión	financiera	puede	definirse	como	el	proceso	y	efecto	de	fiscaliza‐
ción	y	revisión	de	 la	actividad	financiera	de	los	Entes	Públicos,	 lo	que	da	lugar	a	una	supervisión	de	la
actividad	económico‐financiera	 llevada	a	 cabo	por	 los	órganos	ejecutivos,	o,	más	brevemente,	 como	 la
inspección,	fiscalización	e	intervención	de	la	actividad	financiera	de	los	Entes	Públicos.

El	control	del	gasto	público	es	algo	tan	antiguo	como	pueda	serlo	nuestra	civilización	y	va	unido	a	la	evolu‐
ción	de	las	propias	instituciones	que	conforman	la	comunidad	política.	Si	en	un	primer	momento	el	control
se	ejercía	en	interés	del	soberano,	con	el	desarrollo,	primero,	del	parlamentarismo	liberal	y,	luego,	con	la
consolidación	de	la	democracia	representativa,	el	control	financiero	y	presupuestario	se	constituiría	en	un
poderoso	 instrumento	para	 la	defensa	de	 los	derechos	de	 los	ciudadanos.	En	este	sentido,	 los	actuales
instrumentos	de	control	público	son	el	resultado	de	un	anhelo	por	limitar	el	abuso	del	poderoso	y,	en	el	caso
concreto	del	control	financiero,	de	la	lucha	por	la	defensa	de	los	derechos	de	los	contribuyentes	en	el	sosteni‐
miento	del	interés	general	y	de	la	progresiva	exigencia	de	resultados	y	responsabilidades	a	los	gestores	en
el	manejo	de	los	caudales	públicos.

Así,	a	lo	largo	de	la	historia	hemos	pasado	por	figuras	como	la	del	cuestor,	que	se	encargaba	en	Roma	de	la
administración	civil	 y	militar	del	 tesoro	público,	o	 como	 las	medievales	Contadurías	de	Hacienda	o	de
Cuentas,	o	el	posterior	Consejo	de	Hacienda.	Dicha	evolución	pone	de	manifiesto	la	importancia	que	con	el
tiempo	iba	cobrando	el	control	de	los	caudales	públicos,	y	nos	conducirá	hasta	las	modernas	instituciones
de	control.

Con	el	tiempo,	las	técnicas	y	la	arquitectura	del	control	irían	cambiando,	irían	perfeccionándose,	complicán‐
dose	a	veces,	pero	evolucionando	en	todo	caso.	Tras	la	importante	racionalización	de	la	organización	de	la
administración	económica	que	se	dio	durante	el	 siglo	XVIII,	 a	 resultas	de	 la	 influencia	 francesa	 tras	 la
sucesión	de	los	Austrias	por	los	Borbones,	y	de	las	teorías	ilustradas,	será	no	obstante	en	el	siglo	XIX	cuando
se	sienten	las	bases	de	las	principales	estructuras	de	control	existentes	desde	entonces	en	España,	entre	las
que	se	distingue	claramente	entre	órganos	de	control	externo	e	interno.	Me	refiero,	por	supuesto,	al	Tribunal
de	Cuentas	del	Reino,	denominado	así	desde	1851,	que	fue	ganado	en	centralidad	e	independencia	con	las
sucesivas	constituciones	que	se	fueron	promulgando,	y	a	la	Intervención	General	de	la	Administración	del
Estado,	creada	en	1874	con	la	misión	de	“velar	por	la	exacta	aplicación	de	las	leyes	y	por	la	guarda	y	legítima
inversión	de	los	caudales,	de	las	rentas	y	de	toda	clase	de	pertenencias	del	país”.	Nacía	entonces	una	nueva
conciencia	de	 control,	más	moderna	 sin	duda,	 que	nos	 conducirá	hasta	 el	 vigente	 esquema	de	 control
existente	en	España,	configurado	al	hilo	del	desarrollo	de	la	Constitución	de	1978.	Podemos,	en	este	sentido,
destacar	algunos	momentos	fundamentales	en	el	desarrollo	del	control	público	desde	la	Transición:
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TEMA	17.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO:	CONCEPTO,	ELEMENTOS
Y	CLASES.	MOTIVACIÓN.	NOTIFICACIÓN	Y	PUBLICACIÓN.

1.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO

1.1.- CONCEPTO DE ACTO ADMINISTRATIVO

Puede definirse al acto administrativo como cualquier declaración de voluntad, de deseo, de conocimiento
o de juicio realizada por un órgano de la Administración Pública en el ejercicio de una potestad administrati-
va. Y también, de una forma más breve, como acto jurídico realizado por la Administración con arreglo al
Derecho Administrativo. O como toda declaración jurídica, unilateral y ejecutiva, en virtud de la cual la
Administración tiende a crear, reconocer, modificar o extinguir situaciones jurídicas objetivas.

La Ley 39/2015 no da un concepto de acto administrativo, si bien el art. 34 da por sentada su existencia
cuando manifiesta que “Los	actos	administrativos	que	dicten	las	Administraciones	Públicas,	bien	de	oficio	o	a
instancia	del	interesado,	se	producirán	por	el	órgano	competente	ajustándose	a	los	requisitos	y	al	procedimiento
establecido”,	añadiendo que “El	contenido	de	los	actos	se	ajustará	a	lo	dispuesto	por	el	ordenamiento	jurídico
y	será	determinado	y	adecuado	a	los	fines	de	aquéllos”. Establecido el concepto, se pueden señalar las siguien-
tes características de los actos administrativos:

1ª.- El acto administrativo es un acto jurídico: consiste en una declaración, lo que excluye las actividades
materiales de la Administración (actividades instrumentales como una llamada por teléfono, un requeri-
miento de documentación, el otorgamiento de un plazo, etc).

2ª.- La declaración puede ser de voluntad, de juicio, de conocimiento y de deseo:

-Entre las declaraciones de voluntad están las autorizaciones o licencias (permiten realizar una
actividad o una obra), las sanciones o prohibiciones, etc.

-Entre las declaraciones de juicio se pueden citar los actos consultivos, los informes, los actos de
intervención y fiscalización financiera, etc.

-Entre las declaraciones de conocimiento están los certificados, las anotaciones o registro de títulos,
los levantamientos de actas, etc.

-Como declaraciones de deseo están las propuestas o peticiones de un órgano a otro.

3ª.- El acto administrativo ha de proceder de una Administración, lo que implica que no puedan ser
considerados actos administrativos:

-Los actos políticos del Gobierno.
-Los actos jurídicos del interesado.
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TEMA	18.‐	VALIDEZ	Y	EFICACIA	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.	EJECUCIÓN
DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.	NULIDAD	Y	ANULABILIDAD.

CONVALIDACIÓN,	CONSERVACIÓN	Y	CONVERSIÓN.

1.‐	EFICACIA	Y	VALIDEZ	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS

1.1.‐	CONCEPTO

La	eficacia	es	la	capacidad	de	la	Administración	de	llevar	hasta	el	final,	con	todas	sus	consecuencias,	 la
ejecución	del	acto.	Ahora	bien,	los	actos	administrativos	que	dicta	la	Administración	no	tienen	por	qué	ser
válidos,	pueden	haber	incurrido	en	vicios	que	hagan	que	no	le	sean.	Al	ser	eficaces	desde	la	fecha	en	que	son
dictados,	el	administrado	que	observe	la	existencia	de	un	vicio	se	verá	obligado	a	impugnarlo,	bien	en	vía
administrativa	o	en	vía	contencioso‐administrativa,	según	proceda.

En	cuanto	a	la	validez,	un	acto	se	considera	válido	cuando	reúne	todos	los	elementos	exigidos	por	el	ordena‐
miento	jurídico.

Los	vicios	de	invalidez	se	clasifican	en	nulos	o	anulables,	entendiéndose	también	por	la	doctrina	la	existencia
de	una	tercera	categoría	de	actos	inválidos	denominados	“irregulares”,	todos	los	cuales	se	expondrán	más
adelante.

1.2.‐	PRESUNCIÓN	DE	VALIDEZ	Y	EFICACIA	INMEDIATA	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS

Estos	dos	caracteres	predicables	de	los	actos	administrativos	reflejan	una	vez	más	las	potestades	exorbitan‐
tes	que	se	reconocen	a	 la	Administración	Pública;	 los	actos	administrativos	se	presumen	válidos	y	son
eficaces	desde	el	mismo	momento	de	su	producción.		Su	regulación	fundamental	se	establece	en	los	artículos
38	y	39	de	la	Ley	39/2015:

Art.	38.‐	Ejecutividad:	“Los	actos	de	las	Administraciones	Públicas	sujetos	al	Derecho	Administrativo	serán
ejecutivos	con	arreglo	a	lo	dispuesto	en	esta	Ley”.

Este	artículo	afirma	el	carácter	ejecutivo	del	que	gozan	los	actos	administrativos.	Es	decir,	la	Administra‐
ción	no	sólo	tiene	facultad	para	declarar	unilateralmente	una	situación,	derecho,	etc.,	sino	que	al	mismo
tiempo	se	le	reconoce	la	potestad	de	llevarla	a	cabo,	de	materializarla,	incluso	contra	la	voluntad	del
particular,	por	sus	propios	medios	sin	auxilio	jurisdiccional	(ejecutoriedad).	Este	es	uno	de	los	elementos
que	el	Derecho	Administrativo	define	como	facultades	exorbitantes	de	la	Administración,	cuando	actúa
ostentando	potestades	administrativas.	Hay	sin	embargo	una	confusión	muy	habitual	entres	dos	concep‐
tos,	nos	referimos	a	los	términos	ejecutividad	y	ejecutoriedad	de	los	actos	administrativos.	La	ejecutivi‐
dad	del	acto	administrativo	es	la	cualidad	jurídica	que	todo	acto	tiene,	de	habilitar	a	la	Administración
para	proceder	a	realizar	los	actos	y	operaciones	necesarias	que	su	ejecución	comporta;	equivale,	por
tanto,	a	la	condición	del	acto	como	“título	ejecutivo”	a	favor	de	la	Administración;	en	tanto	que	la	ejecuto‐
riedad	es	solo	la	cualidad	propia	de	algunos	actos	(los	que	imponen	deberes	positivos	o	negativos	a
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TEMA	19.‐	REVISIÓN	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.	REVISIÓN	DE	OFICIO.
LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS:	PRINCIPIOS	GENERALES.

BREVE	REFERENCIA	A	LOS	TIPOS	DE	RECURSOS.

1.‐	REVISIÓN	DE	LOS	ACTOS	EN	VÍA	ADMINISTRATIVA

1.1.- INTRODUCCIÓN

La relación jurídica que liga a la Administración con el ciudadano está presidida por una idea de prerrogativa
favorable a la Administración, en razón de los intereses generales que tutela. Para garantizar la igualdad en
las relaciones entre la Administración y los ciudadanos se han creado, básicamente, tres técnicas: el procedi-
miento administrativo, el sistema de recursos, y el control de la legalidad por jueces y Tribunales.

La revisión de un acto administrativo puede ser promovida por tanto por un ciudadano, en sentido amplio,
como por una Administración Pública distinta de la autora del acto, o por la Administración autora del acto,
en cuanto gestora directa del interés general. En este último caso estamos en presencia de lo que se llama
revisión de oficio, que incluye la revisión de actos nulos y la revisión de actos anulables. En el primer caso
(revisión promovida por un ciudadano), y dentro de la vía administrativa, estaríamos ante los llamados
recursos administrativos.

1.2.- LA REVISIÓN DE OFICIO

Revisión de disposiciones y actos nulos.- Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciati-
va propia o a solicitud de interesado, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano
consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los
actos administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en
plazo, en los supuestos de nulidad de pleno derecho.

Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones Públicas de oficio, y previo dictamen favorable
del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma si lo hubiere, podrán
declarar la nulidad de las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución, las leyes u otras
disposiciones administrativas de rango superior, las que regulen materias reservadas a la Ley, y las que
establezcan la retroactividad de disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos
individuales.

El órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite
de las solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar Dictamen del Consejo de
Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las
causas de nulidad de pleno derecho o carezcan manifiestamente de fundamento, así como en el supuesto
de que se hubieran desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales.
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TEMA	20.‐	LA	RESPONSABILIDAD	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.
RESPONSABILIDAD	PATRIMONIAL.	RESPONSABILIDAD	DE	LAS	AUTORIDADES

Y	DEL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.

1.‐	ORIGEN	Y	EVOLUCIÓN	HISTÓRICA	DE	LA	RESPONSABILIDAD	PATRIMONIAL

La responsabilidad patrimonial de la Administración aparece de forma muy reciente en el Ordenamiento
jurídico español. Por primera vez se hace una referencia a la responsabilidad patrimonial de la Administra-
ción en el Código Civil de 1889 en sus artículos 1902 y 1903. Sin embargo la redacción de este último
artículo, actualmente modificada, reducía los casos sujetos a protección a aquellos que derivaban de daños
producidos por mandatarios singulares, es decir, de aquellos que no pertenecían a la Administración Pública.

Tras lo mencionado anteriormente sí se realiza una regulación expresa de la responsabilidad patrimonial
de la Administración en la fugaz Constitución republicana de 1931, en la que se consagra dicha responsabili-
dad pero que obtuvo desarrollo legal únicamente en el ámbito local.

Por tanto podemos ver cómo la legislación española al respecto apenas si había evolucionado, pues tenemos
que esperarnos hasta mediados del siglo XX para poder observar de una forma más o menos clara, una
regulación que verdaderamente comience a ser eficaz para servir de garantía del ciudadano frente a los
daños recibidos por la Administración.

Esta regulación que se desarrolla a mediados del siglo ya pasado, se encuentra, en primer lugar, en una ley
especial, la Ley de Régimen Local de 16 de diciembre de 1950, que en su artículo 405 ya instaura una
responsabilidad directa o subsidiaria de los entes locales.

Sin embargo, se produce un cambio radical con la promulgación en el año 1954 de la Ley de Expropiación
forzosa. Esta Ley incorpora al sistema de garantías patrimoniales la indemnización de los daños derivados
de las actuaciones extracontractuales de los poderes públicos, o como dice el artículo 121 de esta misma ley,
los daños causados por el funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos.

Esta Ley de expropiación forzosa junto a dos normativas más, su Reglamento de desarrollo y la Ley de
Régimen Jurídico de la Administración del Estado de 26 de julio de 1957, cambiaron dentro de nuestro
Ordenamiento jurídico administrativo, todo lo referido a la responsabilidad patrimonial de una forma clara
y radical; lo que en un principio obtuvo como respuesta una resistencia en la doctrina y en los propios
tribunales contencioso-administrativos, ya que éstos veían insólito que la Administración estuviera obligada
a indemnizar todo tipo de daños patrimoniales.

Sin embargo con la Constitución se consagra el sistema vigente de la responsabilidad patrimonial, al estable-
cer el art. 106.2 que los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemni-
zados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor,
siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos. El artículo citado fue
desarrollado por la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
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